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LAS PROPUESTAS LEGISLATIVAS PARA EXIGIR MILITANCIA A LOS CANDIDATOS PRESIDENCIALES

SIN LICENCIA

RINCÓN DEL AUTOR

Prohibido ‘outsiders’

Plantones y desplantes

¿Desgobierno 
por qué?

O smán Morote Barrio-
nuevo y Margot Lien-
do Gil han recupera-
do la libertad. No han 
recuperado sus vidas 

los 25 muertos y cinco desaparecidos 
de la calle Tarata. Tampoco han recu-
perado sus extremidades los niños 
mutilados. 

Esperamos que el juzgamiento de 
ese caso los devuelva a prisión por 
siempre. No hay que desesperar, y hay 
que cumplir la ley. Lamentablemente, 
el Caso Tarata no se ha resuelto y ya 
se acabó el plazo máximo de prisión 
preventiva. 

Es lamentable, pero nada más. Al problema 
no hay que sumar la irresponsabilidad. 

Sorprenden los comentarios del Ejecutivo 
al respecto. El presidente del Consejo de Minis-
tros dijo estar en desacuerdo con la resolución 
judicial. 

Está equivocado. El ministro Villanueva está 
obligado a respetar y hacer respetar las resolu-
ciones judiciales, incluida esta. Si piensa que 
no se ajusta a derecho, debe impugnarla por la 
vía respectiva. 

El ministro de Justicia ha ido más lejos. Ha 
anunciado un plantón frente a la sede del Poder 
Judicial para protestar contra la resolución. Ha 
dicho que el Poder Judicial no puede “lavarse 
las manos”. 

Ya que al gobierno le parece bien que un mi-
nistro haga politiquería de temas serios para el 
país, tocaría al Congreso llamar al orden al mi-
nistro Heresi. Los ministros no están para hacer 

La madre de todos nuestros proble-
mas sería un défi cit de gobernan-
za. Desorden e inseguridad en las 
calles, evasión de impuestos, in-
cumplimiento de normas, incapa-

cidad para ejecutar obras, persistencia de la ane-
mia, corrupción impune, maestros y médicos 
ausentes, poderes del Estado encontrados. Pero 
sorprende la novedad de la queja. Antes, la crítica 
se dirigía a los actos de las autoridades, con opi-
niones a favor y en contra de cada medida. Hoy, 
simplemente reclamamos tener más gobierno. 

¿Cómo explicar ese défi cit? ¿Se origina en 
la oferta o en la demanda? ¿El Estado hace 
menos o el público pide más? 

En cuanto a la oferta, ciertamente no ha fal-
tado presupuesto. Durante la última década, 
la planilla del sector público aumentó 7% al 
año, constituyéndose en uno de los líderes de 
la creación de empleo en el país. El nivel de la 
inversión pública pudo ser mayor, pero ha sido 
comparable al de otras épocas. De otro lado, la 
descentralización ha permitido un acercamien-
to entre el gobierno y la población, multipli-
cando la comunicación entre ciudadanos y sus 
autoridades. Además, se ha producido una in-
negable mejora en muchos servicios públicos. 
Hoy se evalúa a los maestros, se facilita la aten-
ción de salud rural con ambulancias, teléfonos e 
Internet, y se han reducido sustancialmente los 
tiempos de los trámites ciudadanos. Lo curioso 
es que nunca hemos gastado tanto en gobierno 
ni tenido un Estado tan bien equipado. 

Más probable es que el défi cit de gobernan-
za sea producto de un aumento en nuestras 
expectativas. Hay varias posibles razones de 
esa mayor exigencia. Una es el debilitamien-
to general que se viene produciendo en las 
instituciones de la sociedad civil (la familia, la 
comunidad, el barrio, las iglesias, las etnias, 
etc.). Se trata de un fenómeno común de la mo-

dernidad, compartido 
con casi todos los paí-
ses, que está dejando 
un vacío de accionar 
colectivo y de instru-
mentos no solo para 
actos de solidaridad 
sino también para sa-
tisfacer necesidades 

espirituales y emocionales, como los valores de 
identifi cación, de pertenencia y de solidaridad. 
Más y más, el Estado se está quedando como la 
principal –sino única– colectividad, heredando 
todas las necesidades humanas que en algún 
grado cumplían las otras instituciones. 

Paradójicamente, las mayores expecta-
tivas pueden ser un resultado también de la 
nueva cercanía del Estado, cambio que se de-
be a la descentralización y también al inmenso 
aumento de la disponibilidad de información. 
Los medios y bancos de datos, junto con las 
redes y celulares, han multiplicado el conoci-
miento del funcionamiento de las entidades 
del Estado, estimulando y facilitando así el 
atrevimiento de ciudadanos demandantes. 

Sin embargo, el desnudamiento mediático 
ha tenido un efecto paradójico de parálisis. El 
funcionario se encuentra expuesto a ser acusa-
do por medios, políticos de oposición y sinver-
güenzas que buscan amedrentarlo, con o sin 
justifi cación y, con seguridad, sin verdadera 
justicia. Un sistema de fi scalización que tiene 
más de teatro que de ley. El funcionario se pro-
tege aprovechando toda oportunidad para 
demorar e insistir en la aprobación de múlti-
ples instancias, un procedimiento análogo a la 
táctica sindical llamada “work to rule” que con-
siste en paralizar una entidad aplicando todas 
las normas al pie de la letra. Paradójicamente, 
la mayor demanda de gobernanza termina 
siendo causa de una menor oferta. El camino 
para mejorar el gobierno tiene sus enredos. 

E n enero de este año 
se aprobó una ley pa-
ra impedir postular 
en las elecciones a 
sentenciados por co-

rrupción, terrorismo, narcotráfi co 
y violación sexual. Fue una buena 
noticia. Actualmente, sin embargo, 
existen en el Congreso dos proyec-
tos de ley que plantean ampliar esa 
prohibición, pero no para personas 
sentenciadas por otro delito, sino 
para quienes no estén inscritas en el 
partido por el que aspiran a competir 
en los tres años previos a la elección. 

Los proyectos de ley han sido pre-
sentados por los congresistas del Apra Mauricio 
Mulder y de Alianza para el Progreso (APP) Ri-
chard Acuña. De prosperar alguna de estas ini-
ciativas dejarían fuera de competencia a los pre-
candidatos Julio Guzmán y Verónika Mendoza, 
quienes –casualmente– ocupan el segundo y ter-
cer lugar en las últimas encuestas de intención de 
voto presidencial, ya que ni el partido morado ni 
Nuevo Perú cuentan aún con inscripción ofi cial. 
Pero lo más signifi cativo es que dejarían fuera de 
la contienda al candidato ganador de la mayoría 
de las últimas elecciones generales: el ‘outsider’. 

En efecto, tanto Alberto Fujimori en 1990 co-
mo posteriormente Alejandro Toledo y Ollanta 
Humala –y, en alguna medida, Pedro Pablo Ku-
czynski– surgieron en política como candidatos 
al margen de los partidos tradicionales. Co-
mo se sabe, los ‘outsiders’ aparecen en política 
cuando los partidos están muy desprestigiados. 
No hay razón para pensar que no volverán a 
aparecer con fuerza en las elecciones del 2021. 

La encuesta de Ipsos para El Comercio de la 
semana pasada reveló que en los últimos cuatro 
meses el apoyo a Keiko Fujimori cayó de 27% a 
15% como consecuencia de la guerra fratricida 
con su hermano Kenji, derivada del indulto a su 
padre; los demás candidatos que participaron 
en las últimas elecciones (Mendoza, Barne-
chea, Acuña, García y Santos) recibieron en 
conjunto el 32% de las preferencias; y más de la 
mitad de los entrevistados se distribuyó en otras 
opciones, incluyendo el voto en blanco/vicia-
do. Es decir, más de la mitad del país está abierto 
a considerar votar por una nueva alternativa. 

Las motivaciones de Mulder y Acuña para pro-
mover esta prohibición pueden ser diferentes. En 
el primer caso, podría ser su preocupación por el 
futuro del Apra. Con Alan García de candidato 
el partido pasó ajustadamente la valla electoral. 
Sin García de candidato el riesgo es que no pasen 
la valla y queden fuera del Congreso, salvo que 
estén pensando participar en alianza con Fuer-
za Popular. En el caso de Acuña, quizá cree que si 
los nuevos candidatos quedan fuera, APP podría 
ocupar ese espacio presentándose como un par-
tido más joven que los tradicionales. 

plantones. Tampoco están para cues-
tionar políticamente resoluciones ju-
diciales ajustadas a derecho. 

Es difícil, sin embargo, que el Con-
greso pida explicaciones al ministro 
Heresi. La lideresa de Fuerza Popu-
lar, Keiko Fujimori, está en la misma 
línea. 

La jefa del partido mayoritario del 
Congreso ha califi cado de “indignan-
te” la resolución judicial en cuestión. 
Ella lamentó que el Poder Judicial 
–según dijo– prefi era que los agentes 
de la Policía Nacional “estén cuidan-
do a terroristas, en vez de proteger a 
los ciudadanos”. 

Por lo pronto, no hay que confundir los tér-
minos. Si se dispone de agentes para el arresto 
domiciliario, no es para cuidar a los terroris-
tas, sino para que nos cuiden a nosotros de 
ellos. 

Por otro lado, la resolución no tiene nada de 
indignante porque se ajusta a ley. El fujimoris-
mo quiere decir: “Más importante que la ley es 
que los terroristas no salgan de prisión”.

Esa es una reacción de escaso alcance. Lo 
que debe indignar es que las leyes impidan la 
celeridad de los procesos y que las leyes sean 
benignas con los delincuentes.

En vez de hacer desplantes sobre el Poder 
Judicial, la señora Fujimori tiene en sus manos 
la solución. Ella, después de todo, es jefa del 
partido que gobierna el Congreso. 

¿Qué ha hecho ese Congreso en cuanto a 
legislación de los procesos judiciales? ¿Qué ha 
hecho ese Congreso, de mayoría fujimorista, 

La mayoría de juristas consulta-
dos coincide en que establecer un 
tiempo de militancia mínima para 
poder postular violaría la Consti-
tución. El derecho a ser candidato 
está en la esencia de la democracia. 
La ley puede impedir ciertas candi-
daturas –como a los sentenciados 
por terrorismo– pero no imponer 
arbitrariamente otras restriccio-
nes. De aprobarse esta iniciativa, no 
sería posible, por ejemplo, la candi-
datura de un independiente, como 
ocurrió con José Luis Bustamante y 
Rivero, que fue elegido presidente 
en 1945 con los votos del Apra. 

Sin duda, sería saludable para nuestra mal-
tratada democracia contar con partidos políti-
cos más fuertes y no estar cada elección con el 
riesgo de que surja, una vez más, un candidato 
improvisado sin un equipo político cohesiona-
do. Pero para que eso sea posible los principales 
partidos deberían dar el ejemplo en, al menos, 
dos frentes: selección de sus postulantes a car-
gos públicos y democracia interna para la elec-
ción de sus autoridades. 

En cuanto a lo primero, el Congreso actual 
es un ejemplo lamentable de que muchos parti-
dos no hicieron bien su tarea. Tres congresistas 
–uno de APP, uno de Fuerza Popular y uno del 
Frente Amplio– tienen condenas con prisión 
efectiva y no las cumplen porque el Congreso 
los protege. Y hay otros congresistas investi-
gados por mentir en sus hojas de vida sobre 

“Una ley que pretenda 
impedir la postulación 

de candidatos de nuevas 
agrupaciones solo generará 

más rechazo en la opinión 
pública”.

“La madre de 
todos nuestros 

problemas sería 
un défi cit de 

gobernanza”.
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por endurecer las penas? No ha hecho nada.
Hoy un terrorista que causa estragos y 

perturbaciones con armamento solo recibe 
una pena máxima de 25 años. Si el acto terro-
rista afecta servicios esenciales, recibe como 
máximo 35 años.

Si hoy un terrorista cometiera estos actos 
y cumpliera su condena, tendría que salir li-
bre. ¡El Congreso, de mayoría fujimorista, no 
ha hecho nada por cambiar las cosas!

Entendemos que los políticos necesitan 
decir cosas que la gente quiere escuchar. Sin 
embargo, necesitamos de nuestros políticos 
algo más. Necesitamos que hagan cosas para 
que no se produzcan situaciones lamenta-
bles y peligrosas.

César Villanueva, Salvador Heresi y Kei-
ko Fujimori, directa o indirectamente, nos 
gobiernan. Necesitamos que se dediquen a 
eso más que a golpearse el pecho y rasgarse 
las vestiduras.

Ni el Ejecutivo ni el Legislativo deben tra-
tar de erosionar la credibilidad de otro po-
der del Estado. En vez de quejarse de que 
este tenga que cumplir con un deber peno-
so, deberían decirnos qué van a hacer des-
de sus funciones para cerrarle el paso a los 
terroristas.

Estos criminales nunca dejarán de ser una 
amenaza. Es parte de los desafíos del Estado 
de derecho encontrar los medios para defen-
dernos de ellos. 

Sin leyes y sin instituciones no podremos 
hacerlo. Nos volvería a pasar lo mismo. En 
vez de plantones y desplantes, ¡pónganse a 
trabajar en ello! 
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sus estudios, tener procesos por lavado de 
activos y hasta vínculos con el narcotráfi co, 
especialmente en Fuerza Popular. 

A su vez, la mayoría de partidos no practi-
ca la democracia interna ni reconoce plena-
mente la autoridad del Jurado Nacional de 
Elecciones. Así ocurrió recientemente en el 
partido aprista. En la elección de sus autori-
dades se cometieron diversas irregularida-
des y el JNE declaró nula la inscripción del 
Comité Ejecutivo Nacional del partido. El 
vocero de la bancada aprista, Jorge del Cas-
tillo, aplaudió la decisión del JNE por consi-
derar que hubo un “fraude vergonzoso” y las 
cuestionadas autoridades de su partido lo 
declararon insólitamente persona non grata. 

Si los partidos quieren impedir que surjan 
nuevos ‘outsiders’, deben trabajar en una re-
novación integral que traiga un cambio de 
actitudes y conductas, especialmente en el 
contexto del escándalo Lava Jato. Una ley que 
pretenda impedir la postulación de candida-
tos de nuevas agrupaciones solo generará 
más rechazo en la opinión pública. 


